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bienes comunes y su papel en el desarrollo desde una coordenada biocultural

PRESENTACIÓN

El año pasado entregamos al país nuestro sexto volumen de Umbrales Sociales para Chile, un documento 
que contiene nuestras apuestas y propuestas de política pública. Cada entrega de esta serie ha incluido 
diagnósticos y recomendaciones para superar la pobreza que aún afecta a importantes sectores de nuestra 
sociedad desde coordenadas de equidad e integración social. 

Para superar la pobreza, en su sentido amplio y multidimensional, resulta necesario rediseñar parte im-
portante de nuestra arquitectura de políticas públicas y sociales en particular, manteniendo las cosas 
que se han hecho bien y resarciendo aquellas lógicas y concepciones que han provocado fracturas en la 
convivencia y profundas brechas sociales que nos han distanciado peligrosamente. En esa dirección, por 
ejemplo, debemos revertir los procesos de segregación y estigmatización social que han experimentado 
las personas en pobreza por medio de políticas y programas sistemáticos que favorezcan la inclusión y la 
cohesión social. 

No podemos transformar la realidad que desconocemos. Por ello desde sus orígenes la institución ha 
mantenido un compromiso constante con la ampliación y enriquecimiento de la mirada del fenómeno de 
la pobreza y su superación. 

En línea con lo anterior hemos señalado que la pobreza no puede ser leída fuera de su contexto. La pobreza 
es un fenómeno que evoluciona históricamente y que se manifiesta de maneras muy concretas a nivel 
territorial. No es solo una curva que crece o decrece a lo largo de una serie de encuestas, a partir de un pu-
ñado pequeño de indicadores. La pobreza es un fenómeno histórico, social, político, cultural, económico 
que requiere ser revelado, discutido y especificado en cada localidad, territorio y región. 

A través de la serie Miradas País queremos seguir aportando a la comprensión de la pobreza desde dichas 
claves, como una condición esencial para enfrentar el desafío de superarla en el Chile que se nos viene: uno 
más descentralizado, con un cambio climático en pleno desarrollo, cuya ciudadanía exige mayor participa-
ción y transparencia, que anhela mayor inclusión y cohesión y formas complementarias e innovadoras de 
prospectar y encarar el desarrollo. 

Como una manera de profundizar en lo planteado previamente decidimos publicar íntegramente las 
aportaciones realizadas por nuestras y nuestros colaboradores y amigos durante el proceso de elaboración 
de los Umbrales Sociales para Chile 2021. 

En esta oportunidad les presentamos el texto preparado por Mauricio García, asistente social académico 
de la Universidad de La Frontera y doctor en Sociología de la Universidad Autónoma de Barcelona, quien 
cuenta con un extenso recorrido de investigación en temas de gobernanza de bienes comunes. Esperamos 
que su lectura aporte a la discusión sobre la pobreza y las opciones de desarrollo para los y las afectadas.

Fundación Superación de la Pobreza
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INTRODUCCIÓN 

Concepto de bienes comunes

Los bienes comunes (commons) o recursos naturales de uso común (common pool resources) son sistemas de 
recursos como bosques, praderas o tierras de pastoreo, pesquerías, sistemas o canales de riego, sistemas 
de agua potable rural, entre otros, sumados a la infraestructura asociada a su uso (Ostrom, 1990). Des-
de el punto de vista de la propiedad, los bienes comunes son utilizados en forma conjunta por usuarios 
que integran comunidades y que tienen propiedad colectiva o comunal sobre esos bienes. Esta propiedad 
permite a los usuarios contar con los siguientes derechos: derecho de acceso (permite ingresar al espacio 
físico del bien común); derecho de extracción o cosecha (permite extraer unidades de recursos de un bien 
común, por ejemplo número de peces y metros cúbicos de agua); derecho de administración (permite 
gestionar el uso, incluyendo tareas de provisión o mantención o cuidado del bien común); derecho de ex-
clusión (permite excluir del uso a quienes no tienen derechos de propiedad sobre el bien común) y derecho 
de enajenación (permite vender, permutar, arrendar y heredar). 

También los usuarios pueden utilizar un bien común de propiedad estatal si el Estado lo otorga a las co-
munidades a través de formas jurídicas específicas, como concesiones de uso gratuito, derechos de acceso, 
extracción, administración y exclusión (Ostrom y Schlager, 1996). Desde el punto de vista de su uso susten-
table, los bienes comunes son, primero, de alta subtractibilidad, pues el consumo de un usuario de unida-
des de recursos reduce el consumo simultáneo de esas unidades por parte de otros usuarios. En segundo 
lugar existe alta dificultad para excluir a usuarios que no contribuyan al cuidado del sistema de recursos, 
ya que poseen derechos de propiedad. Debido a estas dos condiciones los bienes comunes son frágiles, 
porque pueden ser sobreexplotados por sus usuarios (Poteete et al., 2010). 

Desde una perspectiva de derechos culturales son usuarios de bienes comunes los integrantes de comuni-
dades indígenas que tienen derechos consuetudinarios sobre ellos porque los han usado ancestralmente 
en un territorio específico (Alden, 2005). Un ejemplo de uso consuetudinario es el de las comunidades 
lafkenche, que los han acreditado en el marco de las solicitudes de administración de Espacios Costeros 
Marinos de Pueblos Originarios dispuestas por la Ley N°19.253 (Ley Lafkenche). Los usos son los siguientes: 
a) uso religioso: en la zona de orilla de playa las familias realizan las ceremonias del nguillatún y llellipún, 
en las que ofrecen sus respetos al mar (lhafkenh), realizan ofrendas y se identifican los gñen, los dueños del 
mar, que son entidades inmateriales que tienen fuerzas (newenes); b) uso alimentario: a través de las espe-
cies que se extraen, entre ellas algas (principalmente el cochayuyo, coyof), peces y mariscos; c) uso medi-
cinal: a través de hierbas (kachu) recolectadas en la orilla de mar. Los usos medicinales de las yerbas como 
remedios (lawen) con propiedades curativas son fundamentales para mantener el lawentuwün (salud) y el 
küme felen (estar bien); d) uso productivo-recolectivo: la extracción destinada a la venta local se realiza en 
determinados lugares (ancestralmente distribuidos con grados de exclusividad entre troncos parentales, 
küpal) y de acuerdo con determinadas prácticas orientadas culturalmente; y e) uso de navegación: de tipo 
productivo comercial sustentable y de conectividad intercomunitaria (Mandel, 2014).

También son bienes comunes aquellos espacios o territorios que contienen sistemas de recursos usados 
de manera común por diversos usuarios con diferentes regímenes de propiedad (privado, colectivo, esta-
tal) y derechos de propiedad asociados. Ente ellos se encuentran las cuencas hidrográficas y lacustres y los 
bordes costeros marinos (Cárdenas, 2009). Ejemplos de sistemas socioecológicos en Chile son los espacios 
de borde costero marino localizados en la isla de Chiloé, en el territorio biocultural litoral insular, en los 
cuales existen diferentes usuarios que a través de diferentes figuras de administración acceden a recur-
sos relacionados con diversos usos vinculados, entre otros, a la industria acuícola del salmón y a la pesca 
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artesanal (Delgado et al., 2019; Mascareño et al., 2018). Otro ejemplo son las áreas forestales ubicadas 
en las comunas de Panguipulli y Carahue, en el territorio biocultural Wallmapu, en el cual las industrias 
forestales desarrollan actividades extractivistas y a su vez las comunidades indígenas y de campesinos de 
montaña usan y conservan bosques nativos (Manuschevich, 2020; Nahuelhual et al., 2019). 

El caso del agua. ¿Bien común o bien de mercado?

En el caso de Chile, en el artículo N°595 del Código Civil se establece que las aguas son bienes na-
cionales de uso público. Por ello pertenecen a toda la nación y debe garantizarse el acceso público 
a ellos. 

Sin embargo, en el marco de lo establecido en el artículo 19, N°24 de la Constitución Política de 
Chile, que establece que se otorgará a los titulares de derechos sobre el agua la propiedad inexpug-
nable de la misma, el Código de Aguas, si bien establece en su artículo N°5 que el agua es un bien 
nacional de uso público, indica en ese artículo y en el N°6 que se otorga el derecho de aprovecha-
miento de aguas como dominio a particulares. Estos derechos son otorgados de forma gratuita y a 
perpetuidad a particulares a través de la Dirección General de Aguas. 

Debido a las consecuencias de la distribución y uso de los derechos de propiedad de agua, entre 
ellas la concentración de su propiedad, los negativos efectos socioecológicos en un contexto de 
cambio climático y la exclusión del uso efectivo de este recurso a muchos usuarios que lo requie-
ren, la ciudadanía busca reafirmar, además del carácter jurídico del agua como bien nacional de 
uso público, su condición de bien común. Esto implica que se priorice en la asignación de derechos 
de propiedad de agua el interés o utilidad pública, lo que incluye, desde los fundamentos de la li-
teratura sobre el procomún, que el acceso al recurso hídrico constituye un derecho humano y, ade-
más, que su uso sustentable es fundamental para la supervivencia humana (Hess y Ostrom, 2016).

En la conceptualización de bienes comunes distinguimos, en primer lugar, entre bienes comunes natura-
les locales y bienes comunes naturales globales. Los primeros corresponden a bosques, praderas, pesque-
rías, sistemas de regadío, sistemas de agua potable rural, entre otros, y la infraestructura asociada para su 
uso. Además son bienes de este tipo los sistemas socioecológicos como cuencas hidrográficas y lacustres 
y bordes costeros marinos. 

Los bienes comunes naturales locales contribuyen, como un efecto emergente y complejo, a la generación 
de bienes comunes globales como la biósfera y la biodiversidad (Harrison y Matson, 2001; Ostrom et al., 
1999; Ostrom, 2002). Los bienes comunes globales no están sujetos a un régimen de propiedad específico 
(privado, colectivo, privado en el nivel local, regional o nacional) y por ello, por una parte, su regulación 
requiere la coordinación y gobernanza multinivel (incluyendo los niveles comunitario, comunal, regional, 
nacional e internacional), y por otra parte constituyen bienes públicos porque todos pueden acceder a 
ellos o beneficiarse de ellos, aunque no hayan contribuido a su formación y no tengan derechos de propie-
dad sobre ellos (Buck, 1998; Paavola, 2012). 
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Los bienes comunes naturales globales son un patrimonio común de la humanidad y el acceso a ellos se 
considera un derecho humano (Añaños, 2014). En segundo lugar trazamos una distinción entre bienes 
comunes naturales locales y bienes comunes del conocimiento o de la información. Entre estos últimos se 
encuentran aquellos que en la literatura sobre lo procomún se entienden como bienes digitales, electróni-
cos, virtuales o de comunicación, específicamente ideas, obras creativas, información y datos intangibles 
(Hess y Ostrom, 2016). Este tipo de bienes son considerados como comunes porque primero deberían ser 
de acceso común, es decir, deberían ser de acceso intergeneracional libre o abierto y descentralizado, o 
sea, constituirían un bien público, y segundo, su producción debería ser en común, es decir, a través de un 
proceso colaborativo, orientado al bien común, esto es al bienestar común (Bollier, 2016; Gordillo, 2006; 
Ramis, 2017) por sobre aspectos como la propiedad intelectual, que pueden ajustarse, por ejemplo, a tra-
vés de iniciativas como Creative Commons, que desde los derechos de propiedad privados permite crear 
bienes públicos (Helfrich y Hass, 2008). 

Este tipo de bienes comunes del conocimiento son considerados como globales porque que son distri-
buidos de forma global a través de medios tecnológicos. También existen bienes comunes de los conoci-
mientos locales, como las semillas, que constituyen un patrimonio de conocimiento tradicional (biológico 
—genético— y tecnológico —abastecimiento y conservación—) de comunidades de pueblos originarios 
(Llamas, 2020). En tercer lugar distinguimos entre bienes comunes naturales locales y bienes nacionales 
de uso público, en específico el agua como un bien nacional de uso público. 

HALLAZGOS Y RESULTADOS

Importancia de los bienes comunes en los modos de vida de comunidades rurales, costeras e 
isleñas de Chile y la salvaguardia del patrimonio biocultural y la sustentabilidad

Los bienes comunes, como entorno natural de los territorios bioculturales, constituyen medios de vida 
porque proveen el sustento material de los grupos humanos que gracias a ellos desarrollan actividades 
de autoconsumo y productivas para generar ingresos. Estas actividades son prácticas basadas en saberes 
que incluyen el conocimiento ecológico local sobre los bienes comunes y también las tecnologías mate-
riales y sociales para usarlos sustentablemente. Estas prácticas y saberes tienen un profundo arraigo en las 
cosmovisiones comunitarias, pues están enraizadas en tradiciones culturales con contenidos espirituales, 
simbólicos e inmateriales (Berkes, 1999). 

Desde una perspectiva socioecológica los bienes comunes proveen servicios ecosistémicos (Rodela et al., 
2019), específicamente servicios de suministro (para la alimentación, materias primas para generación 
de energía y hábitat residenciales), servicios de regulación (de ciclos naturales que reducen la ocurrencia 
de catástrofes naturales, entre otros) y servicios culturales (espacios de interés ceremonial-religioso, me-
dicinal). Así los bienes comunes configuran medios y modos de vida de grupos humanos y forman parte 
de su patrimonio biocultural. Por esta razón, para salvaguardar y reproducir ese patrimonio es necesario 
preservar los bienes comunes a través de su uso sustentable. 

En el caso de las comunidades en condiciones de pobreza, los bienes comunes constituyen un capital na-
tural que en tanto activo es un medio de vida que puede incrementar el bienestar (FAO, 2007). La evidencia 
internacional muestra que el acceso a bienes comunes aporta a la reducción de la pobreza de sus usuarios. 
En sectores rurales de diversos lugares del mundo como Etiopía, Filipinas, Kenia, Indonesia, Camboya e 
India el acceso, reconocimiento y protección de derechos de propiedad, además de la agencia individual 
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orientada hacia la acción colectiva, permite satisfacer necesidades básicas, mitigar shocks naturales y so-
ciales, lograr seguridad alimentaria e incrementar ingresos (Capri, 2010; Mwangi et al., 2012; Ratner, 2011). 

Considerando la importancia de los bienes comunes para mitigar condiciones de pobreza es necesario 
especificar varios aspectos sobre su gobernanza. En primer lugar se requiere que las regulaciones externas, 
sobre todo estatales, potencien las condiciones presentes en las comunidades, específicamente el capital 
social y las reglas de autogestión, con el objetivo de fortalecer la gobernanza de sus bienes comunes (Cár-
denas, 2009). En segundo lugar las inequidades de género producen mayor dependencia de las mujeres 
hacia los bienes comunes y además reducen los espacios de toma de decisiones sobre el uso de esos bienes 
(Agarwal, 2007). En tercer lugar, en procesos de gobernanza de bienes comunes en los cuales participan 
grupos heterogéneos, en términos de sus condiciones de vida las consecuencias negativas surgidas de las 
asimetrías de poder de negociación intergrupos se expresan, por una parte, en inequidades distributivas 
que afectan a los grupos más pobres, y por otra en la sobreexplotación de los bienes comunes debido 
a las dificultades para la coordinación y cooperación basadas en la confianza (Cárdenas, 2007; Baland y 
Platteau, 2007).

La relevancia de los bienes comunes para mejorar las condiciones de vida de los habitantes de territorios 
obliga a observar con especial atención el caso de Chile, pues existen tensiones relacionadas con el acceso 
y uso de los bienes comunes en contextos de pobreza y vulnerabilidad. En el territorio biocultural secano, 
en Limarí, región de Coquimbo, la desertificación se produce en parte por al pastoreo excesivo realizado 
en territorios habitados por población en condiciones de vulnerabilidad económica (Santibáñez y Santi-
báñez, 2005). Fenómenos como este serían consecuencia de la relación entre degradación, desertificación 
y pobreza, porque las limitadas capacidades productivas de la tierra producen que sus usuarios la sobre-
exploten para aumentar sus ingresos, lo que a su vez acentúa la degradación. Así se reducen los ingresos 
económicos y se incrementa la pobreza (Morales, 2005). En el territorio biocultural Wallmapu, donde el 
emplazamiento de plantaciones forestales industriales durante 2015 ocupó una superficie de 623.674 hec-
táreas, la pobreza y la desigualdad se incrementaron en la población indígena y no indígena (Hoffinger et 
al., 2021). 

La preservación de los bienes comunes orientada a proteger medios de vida y reducir condiciones de 
pobreza requiere además el despliegue de esfuerzos para conservar la biodiversidad (la variabilidad de 
organismos vivos en sus ecosistemas terrestres, marítimos y acuáticos producto de procesos naturales y 
culturales) y para promover la equidad no solo intergeneracional, sino también la intrageneracional (Cár-
denas, 2009). La evidencia experimental muestra que bajo ciertas condiciones referidas a la presencia de 
motivaciones prosociales y a orientaciones cognitivas relacionadas con la empatía y la consideración por 
las generaciones futuras, los usuarios de bienes comunes están dispuestos a usarlos sustentablemente, de 
tal forma que sea posible que los beneficios que reciben en el presente no reduzcan aquellos que disfruta-
rían generaciones futuras (Shahen et al., 2021).

No obstante lo anterior es necesario advertir las tensiones que surgen entre el uso de bienes comunes 
locales como medios de vida a través de diferentes modos de vida y la conservación de la biodiversidad. 
Un ejemplo de ello en Chile son las actividades de escala menor de ganadería extensiva trashumante que 
realizan arrieros en praderas naturales en el territorio biocultural agrario, en el Alto Cachapoal, región de 
O'Higgins. Esta actividad afecta las dinámicas de la fauna silvestre, específicamente la ecología del puma, 
pues en su hábitat se introduce durante las veranadas ganado equino y bovino, que es depredado por este 
felino. Por esta razón antes de las actuales regulaciones generadas desde de Ley de Caza (Ley N°19.474) 
eran cazados por los arrieros (Pavez y Guarda, 2017). 



9

Otro ejemplo refiere a las veranadas que realizan los ganaderos, en este caso en el territorio biocultural 
agrario, en el valle de Alicahue, provincia de Petorca, región de Valparaíso. En ese valle, que ha sido califica-
do sitio prioritario por su biodiversidad, el cambio climático produjo una disminución de las pasturas y por 
esa razón los guanacos, que necesitan alimentarse, compiten con el ganado por los escasos pastos silves-
tres disponibles. Debido a los perjuicios económicos que genera la merma en la disponibilidad de forraje 
para su ganado bovino y caprino, los arrieros propusieron hace años controlar el aumento de la población 
de guanacos a través de la caza controlada, aunque esta especie ha sido declarada como vulnerable por el 
Ministerio del Medio Ambiente. Esa medida fue descartada por los propios ganaderos, aunque el conflicto 
permanece (Vargas et al., 2021). 

 
Tensiones y/o conflictos entre la gestión de los bienes comunes versus la tenencia y/o uso 
privado y estatal de la tierra, el agua y el mar 

La primera tensión y/o conflicto relacionado con la propiedad que afecta la gestión de los bienes comunes 
tiene un origen histórico y se refiere a los cercamientos. En el origen del capitalismo europeo se produjeron 
los primeros cercamientos (enclosures), que despojaron a gran escala a los campesinos de las tierras comu-
nales (commons), su medio de vida, lo que expolió sus derechos comunes y erosionó sus modos de vida 
(Thompson, 1995). Ejemplos de tierras de uso comunal fueron los commons en Inglaterra, communaux en 
Francia, allmende en Alemania y ejidos de España. Este proceso de expansión capitalista se extendió a nivel 
global con las ocupaciones coloniales de tierras ancestralmente habitadas por pueblos originarios, las que 
fueron incorporadas como propiedad real. 

Posteriormente fueron los Estados nacionales los que anexaron territorios como propiedad estatal y asig-
naron luego esas tierras como propiedad privada, lo que impulsó actividades productivas extractivistas. 
Los conflictos producto de los cercamientos se generaron en Chile a partir de la ocupación militar del Wall- 
mapu desde mediados del siglo XIX (Molina y Correa, 1998; Navarro, 2013). El instrumento legal que con-
solidó los cercamientos como despojos y que inició el proceso de constitución de la propiedad sobre tierras 
indígenas ancestrales fue, en primer lugar, la Ley de Radicación de Indígenas (o de creación del sistema 
reduccional) de 1866. Gracias a dicha ley el Estado deslindó la propiedad indígena y excluyó a quienes no 
pudieran demostrar dominio por ocupación sobre ellas. Esas tierras no reconocidas por el Estado como 
propiedad indígena fueron consideradas terrenos baldíos y de propiedad fiscal. Las otras tierras, que ex-
cluyeron a gran parte de las tierras ancestrales, fueron asignadas a través de títulos de merced. Específi-
camente se reconoció como propiedad mapuche menos del 5% de las “tierras antiguas”, correspondiente 
aproximadamente a 500.000 hectáreas de tierra. Así se inició el proceso de reducciones, a través de “colo-
nias de indígenas” establecidas en la Ley de Radicación de Indígenas. Otras tierras fueron entregadas como 
propiedad privada a particulares chilenos y a colonos por medio de decretos de remates de tierras fiscales 
(especificados a través de actas de remate) y concesiones de colonización, que hicieron posible la concen-
tración de tierras bajo la propiedad privada (Bengoa, 2012; Correa et al., 2005; Correa, 2021). 

Estos procesos de cercamiento fueron profundizados desde la década de los setenta a través de la instau-
ración del diseño institucional neoliberal. Aquí señalamos varios hitos al respecto. El primero se refiere a 
la desposesión de derechos de propiedades a comunidades indígenas. En el marco de la contrarreforma 
agraria se revocaron las expropiaciones realizadas durante la Reforma Agraria, a través de las cuales la 
Corporación de Reforma Agraria (CORA) entregó derechos de propiedad a comunidades mapuche sobre 
tierras antes constituidas como propiedad privada. A través de un proceso de “regularización de la tenencia 
de tierras”, operado desde la Revocación de Acuerdos Expropiatorios durante la contrarreforma agraria, se 
ordenó la restitución de tierras a sus anteriores propietarios (Correa et al., 2005; Bengoa, 2014).
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Un segundo hito se refiere a la privatización de bienes forestales. En el marco del proceso recién indica-
do de revocación y reasignación de la propiedad de tierras, las que fueron catalogadas como de “aptitud 
forestal” fueron transferidas a la Corporación Nacional Forestal (Conaf) y a la Corporación de Fomento a 
la Producción (Corfo). Para operar la reforma en el sector forestal, a través del Decreto Ley N°701 de 1974 
(sobre fomento forestal y otras disposiciones legales) se establecieron normas de fomento a la plantación 
a través de subsidios a la forestación y a la recuperación de suelos degradados. Esto tuvo impacto sobre los 
bienes comunes forestales debido a la concentración de la propiedad privada forestal y la generación de 
externalidades ambientales negativas, sobre todo de escasez hídrica, que afectan modos y medios de vida 
(Torres et al., 2016). 

Un tercer hito relacionado con los cercamientos fue la privatización del agua. Las orientaciones estableci-
das en la Constitución Política de 1980 y el Código de Aguas produjeron un diseño institucional que hasta 
hoy considera el agua como un bien económico, es decir, como una mercancía que se puede acumular, 
ofertar y transar en un mercado. Esto produjo efectos negativos para el acceso equitativo al recurso hídrico 
y para su gestión (Bauer, 2015).

Un cuarto hito fue la apropiación de los espacios costeros marinos. Si bien durante el siglo XX diferentes 
marcos legales (Ley N°1.949 de 1907, Decreto N°210 de 1931, entre otros) generaron una sucesiva confi-
guración de derechos de propiedad y regulaciones que tensionaron el acceso y uso de recursos litorales 
por parte de usuarios locales (Camus e Hidalgo, 2017; Camus et al., 2017), fue a partir de la promulgación, 
durante 1991, de la Ley N°18.892 (Ley General de Pesca y Acuicultura) que se instauró una economía política 
neoliberal respecto a los espacios costeros marinos (Aguilar et al., 2000), es decir, una lógica de asignación 
de derechos de propiedad focalizada en la privatización y mercantilización (Mansfield, 2004). 

Ejemplos específicos de modos de vida y derechos consuetudinarios sobre bienes comunes que fueron 
afectados por estos procesos fueron, primero, los relativos a la comunidad pewenche de Quinquén en el 
territorio biocultural del Wallmapu, cuyos modos de vida se articulan en torno a bosques de araucarias, 
y, segundo, las comunidades lafkenche, que en el territorio biocultural litoral-insular desarrollan sus mo-
dos de vida en el borde costero marino. En el primer caso, en el marco del impulso de la industria forestal 
en Chile desde la década de los setenta del siglo pasado y gracias al uso privativo que tuvo como titular 
de derechos de propiedad privada, una empresa forestal ejerció su derecho a excluir vía expulsión a la 
comunidad de Quinquén de las tierras ocupadas ancestralmente, lo que afectó el acceso y gestión de sus 
bienes comunes, destinados, entre otros usos, a la recolección de piñón y al pastoreo de pequeña escala en 
veranadas (Bengoa, 1992). 

El segundo ejemplo se refiere al proceso en el cual el Estado, en el ejercicio de la propiedad estatal del bor-
de costero marino, promulgó durante 1991 la Ley General de Pesca y Acuicultura (Ley N°18.892), que tuvo 
como una de sus consecuencias la invisibilización de las comunidades lafkenche como actores vinculados 
a la pesca, lo que los excluyó de la planificación del borde costero marino. Una segunda consecuencia fue el 
desplazamiento de la dimensión comunitaria de la relación de los lafkenche con el mar, pues la situó en un 
marco individual determinado por lógicas reglamentarias y organizacionales. Así este grupo humano vio 
limitado su acceso al espacio costero marino y la gestión de sus bienes comunes, lo que afectó gravemente 
sus derechos y usos consuetudinarios (Gissi et al., 2017). 

Respecto a la tensión y/o conflicto relacionado con la propiedad que afecta la gestión de los bienes comu-
nes es importante hacer referencia a las externalidades ambientales negativas derivadas de las actividades 
productivas. Una expresión de ello se sitúa en el proceso en el cual el Estado de Chile entregó a diversos 
usuarios derechos de propiedad, específicamente de acceso, explotación, administración y exclusión, a 
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través de diferentes figuras de administración, entre ellas concesiones de acuicultura y Áreas de Mane-
jo y de Explotación de Recursos Bentónicos (Amerb). La conflictividad se produce porque empresas con 
derechos de propiedad derivados de esas concesiones producen externalidades ambientales en espacios 
aledaños a los de las comunidades usuarias de bienes comunes (Lizuka y Katz, 2011; Tecklin, 2014).

En esa línea, un ejemplo de conflictividad ambiental es la producida en el territorio biocultural litoral-in-
sular, donde una asociación de comunidades lafkenche de la comuna de San José de Mariquina, que so-
licitó la administración de un Espacio Costero Marino de Pueblos Originarios (Ecmpo) en el marco de la 
Ley N°19.253 (Ley Lafkenche), vio amenazada la posibilidad de ejercer gobernanza sobre bienes comunes 
debido a la eventual concesión de un área de manejo y explotación de recursos pesqueros solicitada por 
la empresa Arauco Planta Valdivia. Las tensiones señaladas evidencian que los regímenes de propiedad 
constituyen marcos normativos que pueden afectar la gestión de bienes comunes en territorios biocultu-
rales. Se trata de conflictos distributivos derivados de la asignación no equitativa de derechos de propie-
dad y de déficits en su regulación. 

Evidencia internacional y nacional de buenos modelos de gobernanza de bienes comunes a 
nivel local

A nivel nacional e internacional existen buenos modelos de gobernanza de bienes comunes. Entre ellos 
están las experiencias exitosas de gobernanza comunitaria desarrolladas por usuarios que utilizan en for-
ma conjunta un sistema de recursos y que tienen derechos de propiedad sobre él. La gobernanza es el 
conjunto de procesos de regulación por medio de los cuales los distintos actores influyen en las acciones 
emprendidas y en sus resultados (Lemos y Agrawal, 2006). 

En este marco los buenos modelos de gobernanza comunitaria de bienes comunes tienen dos atributos 
fundamentales. El primero es que las comunidades de usuarios hacen funcionar reglas formales e infor-
males de apropiación, que establecen condiciones de uso de recursos naturales pues prescriben quiénes 
pueden usar un recurso y además dónde, cuándo, cuánto y cómo pueden hacerlo. También utilizan re-
glas de provisión que establecen condiciones y deberes de cuidado y mantención del recurso natural y 
las tecnologías asociadas a su uso. Complementariamente operan reglas de supervisión que especifican 
sanciones positivas y negativas relativas al cumplimiento e incumplimiento de las reglas de apropiación y 
provisión, y establecen quién supervisa y también dónde, cómo y cuándo lo hace. Estas reglas permiten la 
cooperación y la acción colectiva necesaria para el uso sustentable de los recursos naturales (Ostrom, 1990; 
Ostrom et al., 1994). 

En muchos lugares del mundo las reglas señaladas han favorecido la gobernanza de bosques. Es lo que 
ha ocurrido en Honduras (Tucker, 2008), India (Agrawal, 2000), Uganda (Banana y Gombya-Ssembajjwe, 
2000), Ecuador (Gibson y Becker, 2000), Nepal (Poteete y Ostrom, 2004), Bolivia (Andersson y Pacheco, 
2006), Camerún (Ingram et al., 2015), Suecia (Lidestav et al., 2013) e Indonesia (Fleischman et al., 2014), así 
como en las praderas de China (Banks, 2001), en Mongolia (Undargaa, 2016) y en los sistemas de riego en 
Namibia (Falk et al., 2016) en la India (Kerr, 2007), en Nepal (Hilton, 1992) y España (Ostrom, 1990). 

En Chile hay variadas experiencias, entre ellas la que se registra en el territorio biocultural litoral-insular, 
específicamente en las praderass en Rapa Nui (Mischen et al., 2019) y en recursos de borde costero marino 
utilizados por comunidades lafkenche (Ñancucheo, 2020). También el territorio biocultural del Wallmapu 
con experiencias de gobernanza de agua potable rural y de sistemas o canales de riego (García, 2018). El 
segundo atributo de los buenos modelos de gobernanza comunitaria de bienes comunes es que se des-
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pliegan en co-gobernanza (co-management), es decir, a través del trabajo conjunto entre las comunidades 
usuarias de bienes comunes y el Estado, cuya cooperación con las comunidades se expresa en acciones de 
organizaciones estatales de nivel local, regional y/o nacional1. 

A través de la co-gobernanza las comunidades disponen de un capital social de escalera (linking social ca-
pital), es decir, gracias a las conexiones con el Estado acceden a recursos diferentes a los que tienen y que 
son muy necesarios para fortalecer sus procesos de gobernanza comunitaria. Entre estos recursos que el 
Estado pone a disposición a través de la implementación de planes, programas y proyectos se encuentran 
el financiamiento para la dotación de infraestructura y la asistencia técnica. La co-gobernanza efectiva 
tiene como atributos la participación vinculante, la transparencia (accountability), la gestión estatal des-
centralizada, el acoplamiento de las lógicas de gestión estatal con las reglas y el conocimiento ecológico 
local, así como la heterogeneidad de recursos que genera capacidad adaptativa y resiliencia (Andersson et 
al., 2009; Pomeroy et al., 2011). 

La evidencia a nivel internacional sobre experiencias de co-gobernanza eficaz es abundante e incluye, en-
tre otras, la co-gobernanza de pesquerías de pequeña escala en México (Finkbeiner y Basurto, 2015), Brasil 
y Uruguay (Trimble y Ferkes, 2015), en los bosques de Bolivia (Andersson y Pacheco, 2006) y en los sistemas 
de irrigación de Nepal (Frey et al., 2016). En Chile, entre otras, destacan experiencias en pesquerías en el 
territorio biocultural litoral-insular (Castilla y Fernández, 1998; Marín et al., 2012) y en praderas utilizadas 
para veranadas por campesinos de montaña en el territorio biocultural Wallmapu (Cayul y Palma, 2016). 
En estas experiencias los participantes han colaborado en tareas de planificación (por ejemplo zonificacio-
nes participativas), administración, cuidado y mantención.

 
Principales reformas/medidas que debiera considerar el desarrollo de una política/plan de 
gobernanza local de bienes comunes

En esta sección proponemos lineamientos generales de una Política Nacional de Bienes Comunes Natu-
rales Locales. 

Objeto de la política

El objeto de la política es la salvaguarda y vitalización de bienes comunes naturales locales presentes en 
el territorio nacional con el propósito de promover su sustentabilidad, el desarrollo local y aportar a la 
superación de condiciones de pobreza, pues los bienes comunes naturales locales constituyen un patri-
monio biocultural de las comunidades, para las cuales estos constituyen medios de vida. Para lo anterior 
la política busca impulsar procesos de gobernanza multinivel en los cuales participen las comunidades de 
usuarios de los bienes además de organizaciones públicas de nivel nacional, regional y comunal. 

1 La gobernanza comunitaria es aquella impulsada por el trabajo conjunto de los miembros de una comunidad a partir de sus 
recursos (capital social, conocimiento) y reglas. La gobernanza de bienes comunes naturales locales debe ser comunitaria y endó-
gena, es decir, un proceso surgido desde la comunidad y desarrollado desde ella. No obstante la gobernanza comunitaria puede ser 
potenciada a través del trabajo colaborativo con organizaciones estatales, en cuyo caso el proceso de regulación social y ambiental 
de los bienes comunes se desarrolla en co-gobernanza.
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Principios de la política

Sustentabilidad

La política debe asumir una perspectiva de sustentabilidad local-global que implica visualizar la impor-
tancia de los bienes comunes naturales locales, especialmente de sus servicios ecosistémicos, para la ge-
neración de bienes comunes globales como la biodiversidad y la atmósfera (Ostrom, 2002), sobre todo 
para mitigar los efectos sociales, económicos y ecológicos del cambio climático, a fin de hacer que los gru-
pos humanos sean menos vulnerables y más resilientes. Además la política debe promover el desarrollo de 
forma sustentable, considerando dimensiones ambientales, culturales, sociales y económicas. 

Descentralización y policentricidad

La implementación de una política de gobernanza de bienes comunes naturales locales requiere que la 
institucionalidad pública opere de forma descentralizada. En particular es necesaria la descentralización 
administrativa, expresada en la transferencia de competencias hacia la institucionalidad pública de nivel 
subnacional. La policentricidad es un atributo de procesos de gobernanza en los cuales no existe una única 
unidad o centro de toma de decisiones que opere como una autoridad jerárquica (gestión monocéntrica 
y estadocéntrica), sino una pluralidad de centros decisionales (actores) formalmente autónomos y fun-
cionalmente independientes que operan de forma simétrica y en diversos niveles en la escala de actores 
(van Zeben, 2019). Para ello es necesario diseñar y activar formas de conectividad horizontal (en un mismo 
nivel) y vertical (entre niveles), promoviendo la co-gobernanza entre organizaciones estatales de diverso 
nivel con las comunidades usuarias de bienes comunes naturales locales. Así será posible promover la 
policentricidad en la escala de actores desde un enfoque bottom-up.
	
Los efectos positivos de la policentricidad, entre ellos la capacidad adaptativa y la resiliencia (Dakos et al., 
2015), se producen si los procesos de gobernanza se despliegan en torno a una gestión pública descentra-
lizada y desde marcos que garanticen la participación vinculante de las comunidades usuarias de bienes 
comunes locales (Andersson y Ostrom, 2008; McGinnis, 1999). 

Un caso ejemplar de policentricidad es el proceso de manejo de las subcuencas de los ríos Surata, Pam-
plonita y Zulia en Colombia. Se trató de una experiencia de formulación de planes de desarrollo local y 
departamental en la cual diferentes actores de los sectores altos y bajos de las cuencas, en un contexto de 
interdependencia respecto al uso de un bien común, operaron como centros o unidades de toma de deci-
siones y lograron (con el apoyo de organizaciones estatales de nivel ministerial y departamental, además 
de universidades) diseñar, planificar, implementar, monitorear y evaluar de forma participativa acuerdos 
que consideraron mínimos comunes para desplegar una acción colectiva horizontal eficaz destinada al 
manejo sustentable de la cuenca (Cárdenas y Ortiz, 2018). 

Un segundo caso para ilustrar la policentricidad se refiere al proceso de gobernanza del estuario Puget 
Sound en el estado de Washington, Estados Unidos. En el proceso de regulación para el uso de ese sistema 
socioecológico participó el gobierno federal a través del Departamento de Ecología y el Departamento de 
Pesca y Vida Silvestre de Washington. Además participó la jurisdicción local a través de departamentos 
municipales y el nivel comunitario, representado por comunidades que desarrollan actividades de extrac-
ción de salmón en pesquerías de pequeña escala. Desde 2007 estos actores configuraron un entramado de 
jurisdicciones articuladas como unidades múltiples de toma de decisiones que impulsaron un plan para 
restaurar las condiciones ecológicas del estuario, que operó a través de una agenda de acción comparti-
da que incluyó la creación de indicadores y el monitoreo de avances. El plan contó con el financiamiento 
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de agencias estatales de nivel nacional, que incluyeron la Agencia de Protección Ambiental de Estados 
Unidos, el Programa Nacional de Estuarios y la Administración Nacional Oceánica y Atmosférica (Koontz, 
2019).

Reconocimiento y promoción de derechos

En la gobernanza de bienes comunes naturales locales es necesario considerar en el diseño y aplicación 
de reglamentaciones, instrumentos y procedimientos el reconocimiento y promoción de derechos territo-
riales de los pueblos originarios (Aylwin et al., 2013; Contesse, 2012; Marimán, 2013) y sus cosmovisiones 
(Choque, 2016; Melin et al., 2016).

Diversidad territorial

Los bienes comunes naturales locales tienen condiciones socioecológicas específicas y están situados en 
territorios bioculturales heterogéneos que tienen características particulares. Por esta razón es necesario 
desarrollar experiencias de gobernanza diferenciadas que asuman esta complejidad y que sean sensibles 
a la diversidad de los bienes y territorios (Pardo, 2021; Thiel y Moser, 2019). Así la gobernanza podrá arti-
cularse en torno a procesos metodológicos que incluyan la identificación de bienes comunes, su carac-
terización a partir de diagnósticos o líneas de base compartidas, planificaciones compartidas (planes de 
gobernanza, de administración, de manejo, etc.), monitorizaciones y evaluaciones compartidas

Los diagnósticos o líneas de base compartidas están orientados a conocer suficientemente los bienes co-
munes naturales locales para su visibilización, manejo y conservación. Para ello se requiere identificarlos, 
localizarlos y caracterizarlos, lo que implica elaborar un catastro detallado que incluya sistemas de recur-
sos naturales utilizados de forma colectiva por las comunidades (bosques, praderas o tierras de pastoreo, 
pesquerías, sistemas o canales de riego, sistemas de agua potable rural, entre otros, y la infraestructura 
asociada para su uso) y sistemas socioecológicos (cuencas hidrográficas y lacustres y bordes costeros ma-
rinos, entre otros). 

Es necesario identificar los bienes comunes locales según su tipo y caracterizar su dinámica socioecológica 
según el territorio biocultural al que pertenecen (andino, secano, agrario, Wallmapu, Patagonia interior, 
urbano y litoral-insular). Desde la perspectiva de los territorios bioculturales (Toledo, 2018) se requiere 
poner atención a los grupos humanos que los habitan, las formas en que los bienes comunes locales cons-
tituyen sus medios de vida y además los modos de vida de esos grupos asociados a esos bienes. Así será 
posible identificar y caracterizar el patrimonio biocultural de los grupos humanos, constituido por sus bie-
nes comunes y modos de vida. Los catastros de bienes comunes naturales locales deberían ser elaborados 
por actores territoriales con pertinencia respecto al bien común que se registrará y caracterizará. 

En primer lugar, necesariamente debe estar implicada la comunidad usuaria, pues su participación hará 
posible que el catastro sea considerado por ella como válido y legítimo, producto de lo cual tendría dispo-
sición para incorporarse en los posteriores planes de gobernanza sobre el bien común. Además, es funda-
mental que la comunidad aporte su conocimiento ecológico local, es decir, sus saberes y prácticas respecto 
al bien. De esta forma, entre otros aspectos será posible instalar el punto de vista de la comunidad sobre 
el patrimonio biocultural (que constituye para ellos el bien común, incluyendo sitios de significación, etc.). 

En segundo lugar deben implicarse en la elaboración de los catastros los municipios, dado que se trata de 
la organización estatal con una relación más próxima con las comunidades y, además, porque conocen el 
territorio donde se emplaza el bien común. La participación de los municipios debería ser planificada en 
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los Planes de Desarrollo Comunal (Pladecos) y debería estar a cargo de unidades municipales pertinentes. 
A nivel regional deberían estar implicadas organizaciones públicas (servicios públicos regionales, direccio-
nes regionales y secretarías regionales ministeriales, según la pertinencia temática relacionada a su oferta 
programática). 

En tercer lugar es relevante que se impliquen las universidades con presencia regional, para aportar cono-
cimiento y facilitar procesos a partir del conocimiento de sus académicos, institutos y centros de investi-
gación. La implicación de las universidades debe ser cuidadosa para no generar prácticas de extractivismo 
académico (apropiación de conocimiento), por lo cual deberían operar, en primer lugar, a partir de las polí-
ticas de vinculación con el medio de cada casa de estudio, en segundo lugar cuando sea pertinente, consi-
derando protocolos de sus comités éticos científicos, y en tercer lugar a partir de mecanismos relacionados 
con el principio de política sobre participación y accountability indicado en este documento. 

Los procesos de planificación y evaluación también deberían ser compartidos e incluir, según pertinencia, 
a los actores señalados. Un ejemplo de un proceso de gobernanza que operó desde el principio de la diver-
sidad territorial es el Programa Proambiente, impulsado por el gobierno federal en Brasil, cuyo propósito 
fue que las comunidades de la Amazonía proveyeran servicios hídricos. En este marco se establecieron 
acuerdos comunitarios y planes de uso de recursos que especificaron resultados concretos de la gestión 
comunitaria, referidos a la recuperación de funciones hidrológicas de los ecosistemas, la conservación de 
suelos y el fomento de prácticas de agricultura sostenible. La monitorización del cumplimiento de acuer-
dos y la generación de resultados y cumplimiento de metas operó a partir de informes mensuales. 

En complemento, cada seis meses se efectuaron evaluaciones de proceso (ex-dure) destinadas a generar 
aprendizajes y generar ajustes en él (Greiber, 2010). 

En Chile un ejemplo es el proceso de gobernanza relacionado con las veranadas de Ránquil, comuna de 
Lonquimay, región de La Araucanía. La experiencia refiere al proceso participativo gracias al cual el Estado, 
a través del Ministerio de Bienes Nacionales, otorgó, por medio de resoluciones exentas, una concesión de 
uso gratuito a campesinos de montaña usuarios de praderas fiscales. 

Para garantizar el uso sustentable de las praderas se diseñó un Plan de Gestión de Uso de las Veranadas, 
que integra como dimensiones el turismo, la ganadería y la conservación del medio ambiente. Este plan 
fue elaborado por los usuarios de las veranadas, quienes contaron con el apoyo técnico de un Consejo 
Consultivo de las Veranadas integrado, entre otras organizaciones, por el Servicio Agrícola y Ganadero, 
la Seremi de Bienes Nacionales, la Seremi de Agricultura, Indap, Conaf y la Municipalidad de Lonquimay. 

También participaron organizaciones privadas como la Fundación Superación de la Pobreza, a través del 
Programa Servicio País, y el Departamento de Acción Social del Obispado de Temuco (DAS), la Asociación 
Bosque Modelo Araucarias del Alto Malleco y la Universidad Católica de Temuco. La elaboración del plan 
se basó en el uso de herramientas participativas, gracias a las cuales se recolectaron datos históricos, pro-
ductivos y geográficos. El proceso incluyó el desarrollo de una zonificación participativa. 

El Plan de Gestión se operacionalizó a través de un Reglamento de Uso de las Veranadas (como un plan de 
manejo). Los campesinos tienen derechos de uso y emplazamiento en un puesto para el uso de las prade-
ras. Para determinar el emplazamiento de los puestos y usos se elaboraron cartografías, en las cuales se 
identificaron zonas de inclusión/exclusión, áreas de amortiguación, de reserva, y se identificaron especies 
endémicas. La planificación incluye además actividades extractivas controladas (semillas y frutos, made-
ra y leña), mantener bajo control posibles quemas de matorrales y regular la carga animal y presión de 
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pastoreo y la dinámica de regeneración y crecimiento de las praderas naturales (Cayul y Palma, 2016). El 
desarrollo de esta experiencia fue reconocido con el primer lugar en el Tercer Concurso de Buenas Prácticas 
para el Desarrollo de los Territorios (2011) organizado por Subdere.

Participación

Una condición fundamental para la operación de una política de bienes comunes naturales locales es la 
existencia de mecanismos de participación vinculante, corresponsabilidad y accountability. Una gobernan-
za policéntrica con perspectiva de género, que resguarde derechos y la sustentabilidad, y que además sea 
sensible a la diversidad territorial, debe procurar reducir asimetrías de información y poder y conflictos 
distributivos, y también la captura de procesos de parte de las élites.

Para ello se requiere establecer y operar mecanismos de participación vinculantes y empoderadores a 
disposición de usuarios de bienes comunes locales en torno a procesos de toma de decisiones de plani-
ficación, ejecución y evaluación (Fernández, 2012). Existen diversos mecanismos de consulta que pue-
den ser activados, por ejemplo los contemplados en la Ley General de Bases del Medio Ambiente (Ley 
N°19.300/2004) y en el Convenio 169 de la OIT/2008. 

Además los planes regionales de ordenamiento territorial impulsados desde los gobiernos regionales se-
rán sometidos a un procedimiento de consulta pública y se contempla la constitución de un consejo con-
sultivo de la sociedad civil. En complemento se requieren instancias de accountability vertical social (res-
ponsabilización) o de contraloría social que realicen los ciudadanos de la gestión pública (Cunill, 2009). 
En este marco son útiles las rendiciones de cuentas públicas realizadas por municipios y servicios públicos 
regionales, pero estas deberían estar vinculadas a compromisos ex-ante relacionados a la gestión pública 
sobre la gobernanza de bienes públicos locales que sean verificables ex-post. Es necesario incluir meca-
nismos de accountability vertical por mandato (instancias de control independientes de los poderes del 
Estado). Específicamente es relevante la autoridad de la defensoría del pueblo (Ombudsman), cuya misión 
es resguardar los derechos ciudadanos frente a acciones de los poderes del Estado.

Integralidad

La gobernanza de bienes comunes naturales locales es multiescalar, pues están implicadas varias esca-
las en su desarrollo. Una de ellas es la escala de reglas, referida a la gama de reglamentaciones (diseños 
institucionales) de nivel internacional, nacional, regional, comunal y local-comunitario que tiene efectos 
vinculantes sobre la gobernanza de los bienes comunes. Para que la política en torno a estos bienes opere 
de forma integral, es decir, de forma sistémica, eficaz y coherente, es necesario conocer suficientemente la 
escala de reglas que la sustenta. 

Esto implica, en primer lugar, considerar el principio de “anidamiento”, según el cual la gobernanza comu-
nitaria está inserta en marcos de regulación multinivel (comunal, regional, nacional) (Ostrom, 2015). En 
segundo lugar, para que el complejo de reglas opere adecuadamente es necesario caracterizarlo y anali-
zarlo con el propósito de identificar acoplamientos (complementariedad entre reglas) y desacoplamien-
tos (redundancias o solapamientos, contradicciones entre reglas y vacíos o ausencias de reglas) (Norberg 
et al., 2008). Así será factible realizar ajustes para reforzar el marco normativo orientado a salvaguardar los 
bienes comunes. En términos más específicos permitirá evaluar posibilidades y limitaciones de planifica-
ciones y zonificaciones territoriales y, además, de regulaciones para hacer operar la gobernanza de bienes 
comunes naturales locales. 
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En tercer lugar, el análisis crítico de la escala de reglas permite identificar desplazamientos institucionales, 
es decir, efectos negativos generados por reglas de un nivel (por ejemplo de nivel internacional o nacional) 
que erosionan reglas formales e informales de nivel comunitario (Bowles, 2004). Esto implica considerar 
el principio de reconocimiento de los derechos y formas de organizaciones de las comunidades locales de 
parte de organizaciones públicas situadas en diferentes niveles (Ostrom, 2015). La escala de reglas también 
puede entenderse como el marco normativo que regula el uso de los bienes comunes realizado por grupos 
humanos en los territorios bioculturales. Es necesario identificar cuáles marcos normativos constituyen 
“siniestros normativos”, es decir, amenazas al acceso equitativo y uso sustentable de bienes comunes natu-
rales locales (por ejemplo, el Código de Aguas, la Ley General de Pesca y Acuicultura y el Decreto N°701 que 
incentiva la actividad forestal), y además cuáles marcos normativos generan condiciones para la protec-
ción de los bienes comunes naturales locales, por ejemplo el Convenio 169 de la OIT).

En cuarto lugar, la caracterización y análisis de la escala de reglas permite identificar, en el nivel comuni-
tario local-comunitario, los regímenes y derechos de propiedad que regulan el uso de sistemas socioeco-
lógicos y bienes comunes utilizados por comunidades y sus implicancias. A nivel internacional, igual que 
en Chile, la salvaguarda de bienes comunes naturales locales opera a través de regulaciones desarrolladas 
por las comunidades usuarias expresadas en reglas de acceso, provisión y sanción. No se han identificado 
políticas nacionales de bienes comunes como políticas que de forma integral busquen la gobernanza de 
un conjunto de bienes comunes naturales locales en un territorio nacional. 

No obstante, sí existen regulaciones o marcos normativos expresados en leyes creadas por el Estado en 
relación con bienes comunes específicos (bosques, praderas, canales de riego, etc.) a partir de las cuales se 
busca impulsar procesos de co-gobernanza. Ejemplos a nivel internacional de marcos normativos de este 
tipo son los siguientes. En materia de bosques en Tanzania se creó la Ley Nacional Forestal, que permitió la 
operación coordinada de agencias estatales nacionales y locales junto con comunidades rurales en torno 
al uso y protección de “villas de reservas forestales”. En estas villas las comunidades tienen derechos de pro-
piedad y eligen a un miembro que opera como contraparte frente a las agencias estatales para establecer 
las condiciones de colaboración mutua (Vily, 1998). 

En relación con las pesquerías en Islandia operó la Ley de Ordenación Pesquera de 1990, que otorgó dere-
chos de propiedad comunes para la extracción de recursos pesqueros (FAO, 2002). En Mongolia en 2002 se 
creó una ley sobre el uso de tierra que regula el pastoreo en praderas usadas de manera común (Undargaa, 
2016). 

En México las leyes ejidales, que han tenido sucesivas reformas en el marco de los cambios en las regula-
ciones agrarias, permiten el funcionamiento de los ejidos, que son tierras destinadas al usufructo colectivo 
en actividades agrícolas (Gómez de Silva, 2016). En relación con la gestión de cuencas, en México, a través 
de la Ley de Aguas Nacionales, se crearon los Consejos de Cuenca. Son una organización de nivel local que 
se coordina con organizaciones estatales de nivel nacional (especialmente con la Comisión Nacional de 
Agua —CNA—, que es un órgano desconcentrado de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales), federal y municipal, y además con las organizaciones representantes de los usuarios de las cuencas. 

Las coordinaciones se establecen con el objetivo de formular y ejecutar programas y acciones destinadas a 
promover una administración eficiente de las aguas, desarrollar la infraestructura hidráulica y de sus ser-
vicios y la preservación sustentable de los recursos de la cuenca. Son funciones específicas de los Consejos 
de Cuenca, entre otras: 
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a) proponer o recomendar a la CNA, a los gobiernos del nivel estadual y municipal medidas de política 
y prioridades como gestionar y aprovechar el agua en cada cuenca; b) participar en la formulación, se-
guimiento, evaluación y modificación de la programación hidráulica; conocer y difundir los lineamientos 
generales de política hidráulica nacional y regional, y proponer aquellos que reflejen la realidad del de-
sarrollo hidráulico a corto, mediano y largo plazo en su ámbito territorial; c) organizar foros para garanti-
zar mayor participación de autoridades estatales y municipales y de usuarios y grupos interesados en la 
formulación, sanción, seguimiento, actualización y evaluación de la programación hidráulica en la cuen-
ca o cuencas comprendidas dentro de su ámbito territorial; d) concertar con la CNA prioridades de uso 
e instrumentos previstos en la programación hidráulica y mecanismos y procedimientos para enfrentar 
situaciones extremas de emergencia, escasez, sobreexplotación, contaminación de aguas o deterioro de 
los bienes a cargo de la CNA, y apoyar las gestiones necesarias para hacer efectiva la concurrencia de los 
recursos técnicos, financieros, materiales y tecnológicos necesarios para la ejecución de acciones previstas 
en la programación hidráulica. 

Los Consejos de Cuencas están integrados por el director de la SNA, un secretario técnico, titulares de 
los gobiernos estatales que integran la cuenca y un representante de los usuarios de la cuenca por cada 
tipo de uso que se haga del recurso hídrico. Los usuarios se organizan en comités regionales, estatales o 
subregionales creados por cada tipo de uso del agua. Los Consejos de Cuenca cuentan con organizaciones 
auxiliares permanentes que incluyen: a) El Grupo de Seguimiento y Evaluación (GSE), cuya tarea es dar 
seguimiento y evaluar avances en la ejecución de acciones y acuerdos tomados por el Consejo de Cuenca 
y recopilar información para someter a su consideración decisiones sobre futuros planes, programas y ac-
ciones. El GSE está integrado por el representante de los gobiernos estatales que formen parte del consejo, 
un representante del director general de la CNA, el secretario técnico del consejo, quien asume tareas de 
coordinación y secretaría técnica del GSE, y los vocales titulares representantes de los usuarios ante el con-
sejo; b) organizaciones a nivel de subcuenca o cuenca de segundo orden, microcuenca o cuenca de tercer 
orden y acuífero; c) un Centro de Información y Consulta sobre el Agua; y c) Comités Regionales, Estatales 
o Subregionales de Usuarios. Los ejecutores de las programaciones acordadas son actores directos de la 
cuenca que incluyen, entre otros, a los gobiernos estatales y municipales, los organismos y empresas de 
agua potable y saneamiento, las asociaciones de agricultores y los usuarios industriales (Dourojeanni et 
al., 2002). 

En Chile existen diferentes marcos normativos que permiten salvaguardar bienes comunes y desarrollar 
gobernanza en torno a ellos. Al respecto mencionamos un ejemplo de un marco normativo que destaca 
porque en su diseño y aplicación considera los principios antes mencionados: sustentabilidad, descentra-
lización, policentricidad, participación, reconocimiento y promoción de derechos, y diversidad territorial. 
Este marco normativo, que se orienta a la salvaguarda del espacio costero marino, es la Ley N°20.249 —Ley 
Lafkenche—, que crea el Espacio Costero Marino de Pueblos Originarios (Ecmpo) como figura de adminis-
tración del espacio costero. Esta ley tiene como objetivo resguardar el uso consuetudinario que realizan 
las comunidades de pueblos originarios en su relación con el espacio costero marino. La ley establece en 
su artículo N°6 que parte del uso consuetudinario son “Las prácticas o conductas realizadas por la genera-
lidad de los integrantes de la asociación de comunidades o comunidad solicitante, según corresponda, de 
manera habitual y que sean reconocidas colectivamente como manifestaciones de su cultura”. 

En su artículo N°2 la ley define los Ecmpo como un “espacio marino delimitado, cuya administración es 
entregada a comunidades indígenas o asociaciones de ellas, cuyos integrantes han ejercido el uso con-
suetudinario de dicho espacio”. En su artículo N°4 indica que “La delimitación del espacio costero marino 
de pueblos originarios estará determinada por la superficie necesaria para asegurar el ejercicio del uso 
consuetudinario realizado en él, de conformidad con el artículo 6°”. 
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Los principios de esta ley son: a) exclusividad (en reconocimiento al uso consuetudinario se admite de 
forma exclusiva como titulares de administración de Ecmpo a asociaciones de comunidades indígenas y 
de forma excepcional a comunidades indígenas); b) voluntariedad (la solicitud de administración de Ecm-
po es voluntaria para las comunidades); c) asociatividad (reconociendo que el uso consuetudinario de un 
espacio costero ha sido realizado por integrantes de varias comunidades y que es necesario dar la opción 
a todos de continuar accediendo al espacio costero marino; d) gratuidad (considerando que el acceso a la 
administración de un Ecmpo es un derecho y no se contempla el pago de tributos por el otorgamiento de 
su administración); y e) respeto a los derechos constituidos (Ñancucheo, García y Pardo, 2019). 

Diferentes organizaciones estatales participan como contrapartes de las asociaciones y comunidades en 
el proceso de admisión y revisión de solicitudes y en la posterior destinación marítima que establece un 
Ecmpo, específicamente Subpesca, Conadi, además de organizaciones que integran la Comisión Regional 
de Uso del Borde Costero. Varios Ecmpo han sido entregados en administración a asociaciones de comuni-
dades. Como ejemplos mencionamos dos. Una de ellas fue presentada por la Asociación de Comunidades 
Indígenas de Hualaihué, que solicitó el Ecmpo Mañihueico-Huinay en la comuna de Hualaihué, provincia 
de Palena, en la región de Los Lagos. La otra fue presentada por la Asociación de Comunidades Purra lof 
inchin taiñen lafken, que solicitó el Ecmpo Manqueche Playa en la comuna de Tirúa, provincia de Arauco, 
región de Biobío. Una vez aprobada la solicitud de asociaciones de comunidades como las señaladas se 
debe verificar que cuenten con un plan de administración del Ecmpo, que informa sobre los fundamentos 
y objetivos de administración del Ecmpo, enmarcando todas las actividades que desarrollarán en él. 

Los planes son evaluados y aprobados por una comisión intersectorial integrada por representantes del 
Ministerio de Planificación, de la Dirección General del Territorio Marítimo y de la Conadi, y por las Sub-
secretarías de Marina y de Pesca y Marina Mercante. Según el artículo N°11 de la ley el plan debe identifi-
car los usos (pesqueros, religiosos, recreativos, medicinales, según lo establecido en la ley) y especificar 
periodos, lugares y responsable; usuarios (comunidades: ubicación, integrantes); usuarios que no sean 
integrantes de las comunidades y cuyas actividades se encuentren contempladas en el plan (sindicatos de 
pescadores, asignatarios de áreas de manejo incluidos en el área de millas solicitadas), respecto a lo cual 
se establecen convenios de uso (que deben incluir descripción de usos y actividades, lugar y temporada de 
uso, procedimientos para la resolución de conflictos); responsables internos de fiscalización y formas de 
resolución de conflictos interno. Todo esto además del plan de manejo de los recursos autorizados en el 
caso de que se contemple la explotación de recursos hidrobiológicos. 

En los planes de manejo o planes de manejo y explotación se establecen condiciones de sustentabilidad 
de los recursos marinos de acuerdo a la normativa vigente (medidas de conservación y ordenamiento ma-
rino que buscan evitar o reducir sobrexplotación de recursos), que es vinculante para los usuarios. Espe-
cíficamente estos planes deben “Asegurar la conservación de los recursos naturales comprendidos en el 
respectivo espacio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5° de la Ley”. Para ello en los informes de 
actividades que debe entregar el asignatario se deben especificar las acciones que constituyen deberes de 
provisión. En relación a los Ecmpo los solicitantes comprometen la rendición de cuentas de las actividades 
contenidas en el Plan de Administración, específicamente en el plan de manejo, a través de la entrega, al 
menos cada dos años, de informes de actividades. 

Si bien en Chile existen normativas como la recién comentada Ley N°20.249, que aportan a la salvaguarda 
de bienes comunes naturales locales, existen bienes comunes que no están suficientemente protegidos. 
Uno de ellos, que está parcialmente protegido, son los suministros colectivos de agua para el consumo 
humano, provistos desde servicios sanitarios rurales (regulados por la Ley N°20.998), específicamente por 
comités y cooperativas de agua potable rural. En complemento a los efectos del cambio climático, que 
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produce una creciente escasez hídrica, el suministro de agua también se ve afectado por problemas de 
gestión técnica y administrativa de las cooperativas y comités de agua potable rural. Como referencia de 
la magnitud del problema indicamos que los cortes de suministro afectaron durante 2017 al 92% de la 
población rural en la región de Valparaíso y al 50% en la región de Arica y Parinacota. 

La falta de suministro afecta a familias en condiciones de pobreza, que son aquellas que reciben el recurso 
hídrico a través de sistemas de APR. Los cortes se producen fundamentalmente debido al deterioro de 
planes y actividades de mantenimiento y las organizaciones de APR no disponen de financiamiento sufi-
ciente para abordar esta tarea, sobre todo aquellas con una escala de operación pequeña (menos cantidad 
de arranques) (Morales et al., 2019). 

Otro bien común natural local que no está suficientemente protegido son los menokos. Son espacios de 
significación cultural para comunidades mapuche conformados por humedales y fuentes de agua na-
turales (vertientes o manantiales), con presencia de especies herbáceas, arbustivas y helechos. Desde la 
cosmovisión mapuche los menokos son sitios sagrados debido a la presencia de ngen (espíritu tutelar, due-
ño o cuidador) y newen (fuerza espiritual presente en el cosmos mapuche). Las machi, como autoridades 
religiosas y agentes médicos tradicionales, se relacionan con los menokos dado que son sitios ceremoniales 
y allí realizan rogativas y recogen plantas medicinales (lawen) (Neira et al., 2012). Producto de las externa-
lidades ambientales de la industria forestal los menokos se han secado (Montalba y Carrasco, 2003) o han 
sido destruidos (Aylwin et al., 2013; Fernández, 2015). Además se ha impedido acceso de machis a menokos 
emplazados en terrenos que son propiedad privada de empresas forestales. Varias experiencias y casos 
constituyen soluciones particulares y temporales al respecto. Algunas empresas forestales, en acuerdo con 
comunidades mapuche y de forma discrecional, permiten el acceso de las machis a los menokos. 

Desde la política pública se diseñó e implementó, en el marco del Programa Orígenes, el Modelo Forestal 
Intercultural Mapuche (Mofin). Fue un modelo de gestión forestal de vinculación con las comunidades 
impulsado por la Conaf que entre otros aspectos buscó proteger espacios ecoculturales como los menokos 
(Conaf, 2011; Rauch, 2018). En el ámbito de la judicialización de conflictos relacionada con el daño patri-
monial de sitios de significación cultural de comunidades mapuche fue emblemático el caso judicial de 
2009 en el que la machi Francisca Linconao presentó un recurso de protección en contra de la Sociedad 
Palermo Ltda., responsable de talas forestales que dañaron menokos en el cerro Rehue. La justicia acogió 
el recurso de protección en favor de la machi Francisca y se dictó sentencia aplicando el Convenio 169, que 
protege el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, lo que incluye el concepto de 
territorio relacionado con el hábitat y la protección de los derechos culturales de los pueblos indígenas 
(Faúndez, 2010).

Más allá de estos casos y experiencias específicas se requiere que el Estado institucionalice la protección 
eficaz y permanente de los menokos como un bien común local natural. Ello debe fundarse en la protección 
constitucional de los bienes comunes naturales locales.2 

2 A modo de ilustración, en la comuna de Padre Las Casas, región de La Araucanía, de un total de 17 comités de agua potable rural 11 
presidentes de los comités son hombres y seis son mujeres (Sandoval, 2019). 
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Perspectiva de género

Es fundamental incluir la perspectiva de género como eje en las prácticas, lógicas y procedimientos impli-
cados en la gobernanza de bienes comunes locales. La evidencia muestra que las mujeres cumplen un rol 
fundamental para el uso sustentable de bienes comunes naturales locales (Arroyo y Sampedro, 2020). Por 
ejemplo en torno al agua a nivel comunitario se implican en usos relacionados con el saneamiento, segu-
ridad alimentaria e hídrica (DeVries y Rizo, 2015). Además son portadoras y transmisoras de saberes sobre 
esos usos (Kernecker et al., 2017). No obstante su acceso a roles y espacios de toma de decisiones es limita-
do debido a sesgos de género presentes en la gobernanza comunitaria y en la co-gobernanza con el Estado 
(Meza, 2013). Por esa razón es necesario visibilizar su papel y promover espacios de empoderamiento y de 
liderazgo e incrementar el acceso a espacios formales de dirigencia relacionados con la gobernanza de 
bienes comunes naturales locales . 
 
Forma de operación de la política

Nivel nacional

La implementación de la Política Nacional de Bienes Comunes Naturales Locales estará a cargo de un Co-
mité Técnico Interministerial creado por Decreto Supremo y liderado por la Subsecretaría de Desarrollo 
Regional y Administrativo (Subdere). El Comité estará integrado por representantes de los ministerios cu-
yas temáticas sectoriales se relacionen con la gobernanza de tipos genéricos de bienes comunes naturales 
locales.

En el ámbito del borde costero marino participarán: 

a) Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. Específicamente Sernapesca y Subpesca. 
b) Ministerio de Desarrollo Social y Familia, específicamente Conadi (a propósito de sus tareas en la imple-
mentación de la Ley N°20.249). 
c) Ministerio de Defensa.
d) Ministerio de Bienes Nacionales. 
e) Ministerio del Medio Ambiente.
f) Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. 

En el ámbito de los bosques y bienes forestales participarán: 

a) Ministerio de Agricultura. Específicamente Conaf, SAG, Indap y Odepa. 
b) Ministerio del Medio Ambiente.
c) Ministerio de Desarrollo Social y Familia, específicamente Conadi. 
d) Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. 

En el ámbito de las praderas participarán:

a) Ministerio de Agricultura, específicamente Conaf, SAG, Indap y Odepa. 
b) Ministerio del Medio Ambiente.
c) Ministerio de Desarrollo Social y Familia, específicamente Conadi. 
d) Ministerio de Bienes Nacionales. 
e) Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. 
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En el ámbito de las cuencas hidrográficas y gestión integrada de recursos hídricos (incluye oferta progra-
mática para organizaciones usuarias de agua, asociaciones de canalistas, juntas de vigilancia, comunida-
des de agua y para comités y cooperativas de agua potable rural) participarán:

a) Ministerio de Obras Públicas, específicamente DGA, DOH y SISS.
b) Ministerio de Agricultura, específicamente Indap, SAG, Odepa, Indap, INIA, Cirem y la Comisión Nacio-
nal de Riego. 
c) Ministerio del Medio Ambiente.
d) Ministerio de Salud.
e) Ministerio de Agricultura, específicamente SAG, Conaf e Indap. 
f) Ministerio de Defensa, específicamente la Dirección General de Territorio Marítimo y Marina Mercante y 
la Dirección Nacional de Aeronáutica Civil. 
g) Ministerio de Vivienda y Urbanismo. 
h) Ministerio de Energía, específicamente CNE y CER. 
i) Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. 

En el ámbito de las cuencas lacustres3 participarán:

a) Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, específicamente Sernapesca, Subpesca, Sernatur y Corfo. 
b) Ministerio de Agricultura, específicamente SAG, Conaf e Indap. 
c) Ministerio del Medio Ambiente. 
d) Ministerio de Salud. 
e) Ministerio de Bienes Nacionales.
f) Ministerio de Vivienda y Urbanismo.
g) Ministerio de Obras Públicas, específicamente DGA, DOH y SISS.
h) Ministerio de Defensa, específicamente la Dirección General de Territorio Marítimo y Marina Mercante. 
i) Ministerio de Educación.
j) Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. 
k) Subdere.

El trabajo del Comité Técnico Interministerial será coordinado por una Secretaría Técnica Nacional y conta-
rá con el apoyo de un Consejo Asesor Nacional, en el que participarán actores del ámbito público, privado 
y de la sociedad civil. Este consejo tendrá carácter consultivo y propositivo. La institucionalidad pública de 
nivel nacional, expresada en el Comité Técnico Interministerial y la Secretaría Técnica Nacional, tendrá dos 
tareas fundamentales. Una de ellas será establecer las coordinaciones necesarias para lograr articulación y 
sinergias entre la Política Nacional de Bienes Comunes Naturales Locales con otras políticas que se imple-
mentan en los territorios en los cuales se emplazan los bienes señalados. Nos referimos específicamente a 
la Política Nacional de Desarrollo Rural, la Política Nacional de Zonas Rezagadas en materia social, la Polí-
tica Nacional de Ordenamiento Territorial, la Política Nacional de Uso del Borde Costero Litoral y la Política 
Nacional Forestal. En este mismo sentido debe existir articulación con instrumentos como la Estrategia 
Nacional de Biodiversidad y el Plan Nacional de Cambio Climático. 

3 Basado en el anteproyecto del plan de descontaminación por clorofila "A'', transparencia y fósforo disuelto, para la cuenca del lago 
Villarrica. Ministerio del Medio Ambiente. Resolución Exenta N°437, 2020.
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La segunda será establecer coordinaciones con la institucionalidad de nivel regional que a continuación se 
indicará. Esto con el propósito de que la institucionalidad de nivel nacional ponga a disposición su oferta 
programática sectorial y destine recursos para operacionalizar los lineamientos de trabajo específico (en 
territorios específicos) que establezca la institucionalidad de nivel regional implicada en el desarrollo de la 
Política Nacional de Bienes Comunes Naturales Locales. 

Nivel regional

La institucionalidad pública regional estará articulada en torno a los gobiernos regionales, los que estable-
cerán las coordinaciones necesarias con la institucionalidad de nivel nacional y comunal implicada en la 
implementación de la política. Los gobiernos regionales impulsarán, por mandato establecido en la polí-
tica nacional, la elaboración de las Políticas Regionales de Bienes Comunes Naturales Locales y el proceso 
de planificación para la operación de la política a nivel regional. Los lineamientos de esa planificación que-
darán establecidos en las Estrategias de Desarrollo Regional, en concordancia con los Planes de Desarrollo 
Comunal establecidos en las comunas de cada región. Esto es muy relevante pues esos instrumentos de 
planificación, si bien incorporan lineamientos sobre sustentabilidad y medio ambiente, aún no integran la 
temática específica de los bienes comunes naturales locales en sus contenidos. La articulación de los ins-
trumentos de planificación debe operar en una lógica de planificación territorial multinivel (Montecinos 
y Díaz, 2020), guiada por el principio de diversidad en la planificación territorial (respeto por la diversidad 
natural y cultural) (Arizaga, 2015). 

El trabajo de los gobiernos regionales será coordinado por una Secretaría Técnica Regional, que estará 
integrada por unidades de los gobiernos regionales y representantes de las Secretarías Regionales Minis-
teriales y servicios públicos regionales como entidades desconcentradas de las organizaciones sectoriales 
que forman parte de la institucionalidad de nivel nacional. La institucionalidad de nivel regional contará 
con el apoyo de un Consejo Asesor Regional, en el que participarán actores del ámbito público, privado y 
de la sociedad civil. Este consejo tendrá carácter consultivo y propositivo.

En relación con las tareas de los gobiernos regionales en el marco de la política es necesario constatar 
el nuevo escenario de oportunidades que implican los actuales avances en materia de descentralización. 
Las reformas propuestas por la Comisión Asesora Presidencial para la Descentralización y el Desarrollo 
Territorial (Varas, 2018) se concretaron, en general, a partir de la promulgación de la Ley N°21.074 (Ley 
de Fortalecimiento de la Regionalización del país). Será posible que ministerios y otras organizaciones de 
nivel central traspasen competencias, servicios y programas públicos a los gobiernos regionales (Gores). 

La gestión de los servicios y la operación de programas estarán articuladas desde una estructura organi-
zacional que incluye divisiones de planificación y desarrollo regional, de fomento de la industria, de in-
fraestructura y transporte y de desarrollo social y humano. En este marco una política regional de bienes 
comunes naturales locales podría articularse estratégicamente con las acciones de las divisiones señala-
das. Por ejemplo se podría articular con la división de fomento de la industria para impulsar actividades 
productivas locales (incluyendo el fomento de la capacidad emprendedora y capacitación laboral) en tor-
no a los bienes comunes naturales locales como medios de vida de grupos humanos en los territorios 
bioculturales. 

De especial interés sería articular actividades de promoción del turismo asociadas al uso de bienes comu-
nes naturales locales, pues en materias de fomento productivo los Gores tienen atribuciones para apro-
bar el plan regional de desarrollo turístico con el objeto de fomentar el turismo en los niveles regional, 
provincial y local. Así, se podría impulsar el turismo en territorios indígenas de conservación, teniendo 
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como referencias buenas prácticas como las desarrolladas en la comunidad de Quinquén en el territorio 
biocultural Wallmapu (Molina y Pavez, 2012); podrían generarse articulaciones estratégicas con la División 
de Infraestructura y Transporte, a fin de promover la dotación de infraestructura (nueva infraestructura y 
mejoramiento de la existente) y la asistencia técnica asociada al uso de bienes comunes naturales locales, 
por ejemplo, de sistemas de riego, de sistemas agua potable rural y de pequeñas pesquerías. 

Todas estas acciones destinadas al fomento de actividades de desarrollo de emprendimientos locales de-
ben considerar las necesarias salvaguardas ambientales. En materia cultural sería muy fructífera la articu-
lación estratégica con la División de Desarrollo Social Humano para fomentar el patrimonio biocultural 
expresado en saberes en torno a los bienes comunes naturales locales. Esto considerando que los Gores 
actualmente tienen atribuciones para financiar y difundir actividades y programas de carácter cultural en 
el contexto de la promoción del fortalecimiento de la identidad regional. 

De acuerdo con las atribuciones de los Gores sería posible orientar acciones estratégicas de desarrollo te-
rritorial de este tipo, estableciendo para ello coordinaciones con servicios públicos regionales y con los 
municipios. En materia de desarrollo social los Gores tienen atribuciones para proponer zonas rezagadas 
en el ámbito social y sus respectivos planes de desarrollo, y en este marco es posible incluir acciones foca-
lizadas en los territorios donde se emplazan bienes comunes naturales locales, especialmente conside-
rando que para esos territorios y otros, de acuerdo a la Ley N°21.074, los Gores tendrán atribuciones para 
“Proponer programas y proyectos con énfasis en grupos vulnerables o en riesgo social”. Con el propósito de 
visibilizar, administrar y conservar bienes comunes naturales locales sería fundamental la articulación con 
la División de Planificación y Desarrollo Regional, en atención a las atribuciones que tienen para elaborar 
y aprobar el Plan Regional de Ordenamiento Territorial. 

El plan es un instrumento que orienta la utilización del territorio de la región para lograr su desarrollo 
sustentable, y para ello debe estructurarse y operar en torno a lineamientos estratégicos, y uno de ellos 
podría ser la gobernanza de bienes comunes naturales locales. En torno a este lineamiento estratégico po-
dría operar una planificación territorial multinivel, pues el plan regional de ordenamiento territorial debe 
elaborarse en coherencia con la Estrategia Regional de Desarrollo y la Política Nacional de Ordenamiento 
Territorial. 

La operación de este lineamiento sería vinculante porque el Plan Regional de Ordenamiento Territorial es 
de cumplimiento obligatorio para los ministerios y servicios públicos que operen en la región. También 
puede considerarse una oportunidad la atribución de los Gores referida a proponer un proyecto de zonifi-
cación del borde costero de la región, así como las eventuales modificaciones a la zonificación vigente, en 
concordancia con la política nacional existente en la materia, zonificación que será reconocida en el Plan 
Regional de Ordenamiento Territorial. Esto es de especial relevancia para promover la buena gobernanza 
policéntrica y multinivel en sistemas socioecológicos situados en el territorio biocultural litoral-insular. Es-
pecíficamente permitiría avanzar hacia la concreción de ajustes orientados a resolver tensiones existentes 
relacionadas con actores, espacios, usos y recursos en el borde costero marino derivadas de la aplicación 
de diversas figuras de administración que asignan derechos de propiedad (de acceso, extracción, admi-
nistración y exclusión), entre ellas concesiones de acuicultura, áreas de manejo de recursos bentónicos y 
Espacios Costeros Marinos de Pueblos Originarios (Ecmpo) (Ñancucheo et al., 2019). 

Sobre todo es importante consolidar la gobernanza de bienes comunes naturales locales que realizan co-
munidades en torno a los Ecmpo, haciendo viable la aplicación de los planes de administración. En com-
plemento, desde la lógica de acoplamiento en la escala de reglas sería posible la articulación de la política 
nacional y las políticas regionales de bienes comunes naturales locales con otras políticas e instrumentos 
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vinculados con los bienes comunes naturales locales (según lo antes señalado), pues en la Ley N°21.074 se 
establece que las funciones generales y de ordenamiento territorial, de fomento de las actividades produc-
tivas y de desarrollo social y cultural serán ejercidas en forma coherente con las políticas públicas nacio-
nales vigentes. Esto incluiría la articulación de la recién señalada zonificación regional del borde costero 
con la Política Nacional de Uso del Borde Costero (Pnbuc, DS N°475/94) y también con otras, entre ellas, 
por ejemplo, la Política Nacional de Administración de Terrenos Fiscales con potencial para actividades de 
trashumancia, específicamente la actividad de veranadas (en proceso de estudio para su posterior diseño).

Nivel comunal

La participación de los municipios estará a cargo de unidades municipales con pertinencia temática como 
las direcciones, unidades u oficinas de desarrollo comunitario, de desarrollo rural (o de desarrollo econó-
mico local), Secretarías de Planificación Comunal, entre otras. Estas unidades deberán coordinar con la 
institucionalidad regional la implementación de la política en los territorios comunales donde están em-
plazados los bienes comunes. Los lineamientos de ese trabajo deben incluirse en los Planes de Desarrollo 
Comunal en coherencia con los lineamientos de las Estrategias de Desarrollo Regional.

Instrumentos de la política

Políticas: políticas públicas que es necesario articular con la Política Nacional de Bienes Públicos Naturales 
Locales. Estas son las antes mencionadas: la Política Nacional de Desarrollo Rural, la Política Nacional de 
Zonas Rezagadas en materia social, la Política Nacional de Ordenamiento Territorial, la Política Nacional 
de Uso del Borde Costero Litoral y la Política Nacional Forestal.

Marcos normativos: leyes (Ley N°19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente, Ley N°21.074 de Forta-
lecimiento de la Regionalización del País, Ley N°20.249 que crea Espacios Costeros Marinos, Ley N°20.998 
que regula los Servicios Sanitarios Rurales, Ley 19.474 sobre caza, Ley N°21.027 que regula el desarrollo 
integral y armónico de caletas pesqueras a nivel nacional y fija normas para su declaración y asignación, 
Ley N°19.233 que establece la Normativa sobre las Comunidades Agrícolas4, entre otras), decretos (como 
el Decreto con Fuerza de Ley N°5 que fija texto refundido, concordado y sistematizado de la Ley General de 
Cooperativas, decretos dictados por el Ministerio de Bienes Nacionales a través de los cuales otorga conce-
siones de uso a título gratuito y el Decreto Supremo N°39, de 2012, del Ministerio del Medio Ambiente, que 
aprueba el Reglamento para la Dictación de Planes de Prevención y de Descontaminación, entre otros) y 
ordenanzas municipales5. 

4 La Ley de Comunidades Agrícolas es un instrumento legal que ha permitido la generación de experiencias de gobernanza de 
bienes comunes naturales locales. La ley establece que son comunidades agrícolas la agrupación de propietarios de un terreno rural 
en común que utilizan y sobre el cual, como comuneros, son titulares de derechos de propiedad sobre una porción del terreno de 
propiedad de la comunidad. Una experiencia que destacamos corresponde a las comunidades agrícolas de la región de Coquimbo 
que habitan el territorio biocultural secano. Se trata de un sistema comunitario de usos agrícolas, específicamente uso de praderas 
para el pastoreo y de cultivo bajo riego en tierras de uso común en condiciones de aridez. Con el apoyo de diversas organizaciones 
públicas (como Indap a través del programa Prodesal y la Fundación Superación de la Pobreza a través del Programa Servicio País) 
las comunidades agrícolas han logrado procesos de gobernanza comunitaria basados en la autogestión, que incluye el ordena-
miento territorial, la creación de reglas (entre otras relacionadas al talaje de animales), las tareas de provisión (construcción de 
infraestructura: caminos y servidumbres de acceso, cercos para deslindes, sistemas de riego, actividades de forestación), las tareas 
de extracción (cosecha de trigo, entre otras) y la producción y venta de productos artesanales y gastronómicos (Castro y Bahamon-
des, 1986; Livenais y Aranda, 2003; Schneider, 2014). 
5 Las ordenanzas son un instrumento de regulación utilizado por los gobiernos locales que permite fomentar actividades vinculadas 
al uso de bienes comunes naturales locales. A partir del conocimiento próximo de las dinámicas de los territorios se han generado 
planificaciones y reglamentaciones relacionadas con los bienes comunes. Un ejemplo es la Ordenanza Municipal Apícola de la 
Comuna de Alhué, que para hacer operativos los lineamientos de trabajo contemplados en el Pladeco comunal y en el Plan Marco 
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Planificación: estrategias (Estrategias Regionales de Desarrollo Regional, Estrategia Nacional de Recursos 
Hídricos, Estrategia Nacional de Biodiversidad, entre otras) y planes (Planes de Desarrollo Comunal, Pla-
nes Regionales de Ordenamiento Territorial, Plan de Descontaminación de la Cuenca del Lago Villarrica 
—a la fecha en estado de anteproyecto—, Planes Reguladores Comunales (PRC), Planes Reguladores In-
tercomunales (PRI), Planes Maestros de Recursos Hídricos, entre otros). 

Programas y fondos: programas sectoriales que operan como oferta programática pública y fondos para el 
financiamiento de obras y proyectos (FIA y FNDR, entre otros). 

de Desarrollo Territorial de la Comuna estableció la ordenanza con el fin de regular el uso común de recursos de la flora nectapolí-
fera emplazada en espacios rurales que los apicultores utilizan de manera trashumante como territorios apícolas en el marco de sus 
actividades de apicultura orgánica. La ordenanza busca fomentar modos de vida y actividades productivas sustentables, y para ello 
busca regular los impactos de la apicultura trashumante en el medio ambiente, especificando medidas para el adecuado manejo 
de material biológico, químico y utensilios usados en la actividad apícola (I. Municipalidad de Alhué, 2013). 
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